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Resumen
El artículo se presenta en el marco del pluralismo jurídico como una expresión que 
de�ne los referentes y mecanismos de tratamiento de con
ictos y problemas que 
desarrollan las comunidades en su interior, para resolver las controversias que surgen 
entre sus miembros y abarca temas fundamentales para la adecuada comprensión de 
esta lectura, como el con
icto y la resolución del mismo mediante la conciliación en 
equidad.
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Abstract
	e following article is presented within the frame of legal pluralism as an expression 
which de�nes references and mechanisms of treatment in regard to con
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its members and cover key issues for a suitable understanding of this reading, such as 
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Introducción
El fenómeno de la globalización en Derecho 
obliga a transformaciones jurídicas, políticas, 
culturales y epistemológicas en la administra-
ción de justicia. En este contexto, la aplicación 
de mecanismos alternativos para la resolución 
de con
ictos busca democratizar la sociedad, 
acercando el Derecho a las comunidades más 
necesitadas, delineando el pluralismo jurídico.

Se revisa en este artículo el pluralismo jurídico 
y el desarrollo teórico con relación a la justicia 
comunitaria entendida ésta como el conjunto de 
valores y acciones que tienen lugar en el ámbito 
comunitario y se re�eren a las relaciones entre 
los diversos miembros de la comunidad y los 
grupos, las formas de distribución de recursos, 
de acceso a oportunidades y servicios. Poste-
riormente se muestra la importancia que tiene 
el comprender los mecanismos alternativos de 
solución de con
ictos o de administración de 
justicia distinta a la formal existente en Colom-
bia. Se aborda el tema de los mecanismos 
alternativos de justicia desde su auge en los 
años noventa hasta las nuevas concepciones 
teóricas que se han desarrollado con relación a 
sus motivaciones y a sus prácticas.

Planteamiento del problema
En la década de 1990 se inicia en Colombia 
una transformación en la administración de 
justicia a nivel constitucional y legal. El Estado 
es un Estado Social de Derecho; esto permite 
y obliga a dar soluciones que posibiliten solu-
ciones a las crisis o los problemas; y también 
permite que los ciudadanos puedan intervenir 
en la solución de sus con
ictos y por tanto, en 
la materialización del Derecho1.

1	 TORRES	 CORREDOR,	 Hernando.	 Acceso	 a	 la	
justicia: Caminos para hacer efectivo el Derecho. 

Es importante mencionar que a partir de allí 
la �gura de la conciliación en equidad se hace 
necesaria hasta el punto que se consagra en la 
Constitución Nacional, abriendo posibilidades 
claras y amplias a las comunidades para acceder 
a la justicia y la participación ciudadana; lo cual 
se traduciría en instrumentos alternativos que 
permiten que el Derecho se acerque cada vez 
más al ciudadano común.

En Bogotá, conciliadores en equidad gestionan 
con
ictos en las 20 localidades existentes, y 
con el apoyo de las Unidades de Mediación y 
Conciliación han logrado convertir la justicia 
en equidad en una opción de construcción de 
convivencia. Por ello resulta de vital importan-
cia fortalecer la vinculación de los conciliadores 
y las conciliadoras en equidad a las dinámicas 
comunitarias existentes en la ciudad.

Formulación	del	problema
Los medios alternativos para la solución de 
con
ictos no son sólo un mecanismo para la 
descongestión de juzgados, sino que las dinámi-
cas presentes en el escenario social colombiano 
obligan a repensarlos para transformarlos en 
instrumentos capaces de generar alternativas 
ciudadanas no violentas para la construcción de 
la convivencia pací�ca. Con base en lo anterior, 
el artículo pretende resolver la siguiente pre-
gunta: ¿cuáles son las representaciones sociales 
que tienen los y las conciliadores en equidad 
de las unidades de mediación y conciliación en 
Bogotá en torno la �gura de la conciliación en 
equidad?

En Pensamiento jurídico – Justicia y Jueces. No. 4. 
Editorial Unibiblos. Universidad Nacional. 1999. p. 
96.
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Metodología
El artículo es una revisión del estado del arte que 
presenta en el marco del pluralismo jurídico la 
justicia comunitaria como una expresión que 
de�ne los referentes y mecanismos de resolu-
ción de con
ictos y problemas que desarrollan 
las comunidades en su interior para resolver las 
controversias que surgen entre sus miembros y 
abarca temas fundamentales para la adecuada 
comprensión de esta investigación, como la 
resolución del mismo mediante mecanismos 
alternativos, la conciliación y especí�camente 
la conciliación en equidad.

Se efectuó una revisión documental y se realiza-
ron las reseñas analíticas, con el �n de indagar 
en las diferentes investigaciones y textos los 
avances alcanzados en la conciliación en equi-
dad.

Desarrollo
En sus textos Caleidoscopio de las justicias en 
Colombia, Estado, Derecho y luchas sociales, y La 
globalización del Derecho: los nuevos caminos de 
la regulación y la emancipación, Boaventura de 
Sousa Santos pretende dar cuenta de la evolu-
ción de la administración de justicia dentro del 
Estado moderno, y cómo a partir de la misma 
se puede hablar de un rompimiento del presu-
puesto del monopolio de la justicia en cabeza 
del Estado, y la caracterización de la justicia 
privada y pública a partir de la lectura de las 
funciones de la administración de justicia.

Así, para el autor la construcción del Estado 
moderno es producto de las revoluciones bur-
guesas que trataron de consolidar la unidad polí-
tica de los países por medio del reconocimiento 
y la rea�rmación de un poder único dentro del 
Estado y, de paso, conseguir la homogenización 
del pueblo a través de su sometimiento a éste. 
La consolidación de un poder que reuniera estas 

características no podía dejarse a los azares y 
problemas que presentaba el encarnamiento del 
mismo en una �gura personal, ya que podrían 
surgir molestias que terminarían por entorpecer 
el camino del reconocimiento y la a�rmación 
de un poder omnímodo en el Estado, por lo 
que se optó por institucionalizarlo, entregarlo 
a un establecimiento fuerte y perenne, capaz 
de conservarlo a pesar del cambio de personas 
en su dirección, con fuerza y legitimidad su�-
cientes para mantener al pueblo dentro de su 
mando.

Dentro de esta dinámica, se propone el man-
tenimiento de tres monopolios básicos en el 
Estado: el de las armas, el de los impuestos y el 
de la justicia, en una lógica de nada por fuera 
y con un alto nivel de control sobre los que se 
consideraron tres pilares para el mantenimiento 
del dominio de las personas en un territorio 
determinado. La necesidad de monopolizar 
la justicia se establece en la medida en que el 
Estado necesita un mecanismo que le permita 
dirimir los con
ictos, tratar de mantener dentro 
de un nivel sosegado las luchas y disputas que 
puedan dividirlo, conservar el orden y legiti-
mar el poder existente a través de la aplicación 
correcta, formal e igual de la ley y el Derecho 
como un parámetro general, avanzando en la 
homogenización del pueblo a través del control 
de la producción normativa y de las conductas 
de los ciudadanos ajustándolas al modelo buro-
crático estatal naciente.2 El papel de la adminis-
tración de justicia, su titularidad y las funciones 
de los jueces han cambiado de per�l conforme 
a las transformaciones del Estado moderno y 
la pérdida de la legitimidad de las instituciones 

2	 SOUSA	SANTOS	Boaventura	de.	Estado, Derecho y 
Luchas Sociales. Una Cartografía simbólica de las represen-
taciones sociales: prolegómenos a una concepción posmoderna 
del derecho. ILSA. Bogotá. 1991.
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en las que se quería mantener en el centro 
del manejo del poder. En Caleidoscopio de las 
justicias en Colombia3 se ilustran dos etapas 
fundamentales para estos cambios dentro de la 
administración de justicia, ligadas al nivel de 
autonomía e independencia del poder judicial 
y al peso del mismo dentro de la administración 
del Estado.

El primer período, llamado de “neutraliza-
ción política4”, se presenta durante el primer 
momento del Estado de Derecho o Estado 
liberal de Derecho –ubicados por el autor en 
el siglo XX, Primera Guerra Mundial-; en 
ese momento la administración de justicia 
es monopolio estatal, no es posible hablar de 
resolución de con
ictos por fuera del Estado 
y el criterio establecido para su aplicación es 
lo dispuesto en la ley, toda manifestación de 
lo contrario se considera subversivo, atenta-
torio del orden estatal y del mantenimiento 
de la unidad política. Las funciones del juez 
como autoridad estatal es ser voz de la ley, y 
conservar las conductas de los asociados dentro 
de los parámetros establecidos por ésta para 
bene�ciar al orden estatal, salvaguardando con 
esto la “seguridad jurídica” del Estado y tiene 
un carácter retroactivo con relación al desen-
cadenamiento y escalamiento del con
icto, en 
la medida en que sólo entra en acción ante la 
solicitud concreta de las partes bajo el amparo 
del Estado.5

3	 SOUSA	SANTOS	Boaventura	y	GARCÍA	VILLE-
GAS Mauricio. El Caleidoscopio de las Justicias en Co-
lombia, tomo I, cap. 2: Los paisajes de las justicias en 
las sociedades contemporáneas. Bogotá: 1a. edición. 
2001.

4 Ibidem p. 89.
5 Ibidem p. 90.

El segundo momento que establece el autor 
para la administración de justicia se ubica a 
�nales del siglo XX y período post Segunda 
Guerra Mundial y “se asume una responsabilidad 
política”6; tiene como marco el fracaso de la no 
intervención del Estado dentro del mercado y 
de la “nueva instrumentación jurídica traducida 
en explosiones legislativas y caracterizada por la 
sobre juridicidad de la realidad social, alterando 
la coherencia y unidad del sistema jurídico y 
haciendo problemática la aplicación del principio 
de legalidad”7 y la consagración de los derechos 
humanos económicos, sociales y culturales que 
implican nuevas perspectivas frente a lo que 
debe brindar el Estado y sus obligaciones con 
los asociados. Este panorama varía la lógica de 
los poderes públicos, establece una nueva diná-
mica en las acciones de la rama ejecutiva, que 
pasa a ser el centro del poder Estatal y afecta 
directamente el papel del aparato judicial, ya 
que da pie a con
ictos colectivos, en algunos de 
los cuales se encuentra involucrado el Estado, 
cambiando lo que hasta el momento podría 
tomarse como la acción normal del aparato 
judicial.8

La imposibilidad de resolver los nuevos con-

ictos da como resultado una saturación del 
sistema judicial, hecho que justi�ca cambios 
formales impulsados por el poder ejecutivo 
dirigidos a la implementación de nuevas 
tecnologías e infraestructura para el sistema 
judicial, la creación de nuevos funcionarios 
con el carácter de especiales y establecer 
mecanismos diferentes, como la mediación y 
el arbitraje, para la resolución de algunos con-

6 Ibidem p. 92.
7 Ibidem p. 92.
8 Ibidem p. 93.
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ictos.9 Las variaciones no tienen incidencia 
sobre el aspecto material de la administración 
de justicia, cuya función sigue circunscrita al 
mantenimiento del orden dispuesto por la ley 
y a sosegar las luchas sociales, por lo que el juez 
sigue manteniéndose como una �gura represiva 
dentro de la estructura estatal, continúa vedada 
la inquietud por la independencia y autonomía 
de la administración de justicia, lo que no con-
tribuye a consolidar nuevas circunstancias de 
justicia y que repercute en lo que Sousa Santos 
denomina una “Tensión entre justicia formal e 
igualdad social (…)”10

Así mismo, en este momento se alteran los 
criterios de justicia y aparecen rupturas en lo 
que se podría denominar un discurso unívoco 
entre el orden constitucional y la ley, toda vez 
que los con
ictos colectivos ponen en escena 
nuevos actores que reclaman nuevos derechos 
y nuevas formas de protección y garantías 
amparados en cuerpos supralegales como la 
Constitución y los tratados internacionales sus-
critos por el Estado, poniendo en tela de juicio 
el principio de legalidad como único axioma de 
justicia para dar respuesta a las controversias y 
teje otra tensión, la de “(…) seguridad jurídica e 
inseguridad jurídica”.11

El monopolio de la justicia por parte del Estado 
continúa intacto, la aparición de nuevos meca-
nismos de resolución de con
ictos, a pesar de 
corresponder a titulares diferentes al tradicio-
nal, a�anza el mismo en la medida en que res-
ponden a la autoridad y voluntad del Estado en 
una acción que le es propia y que corresponde 
con la ubicación fuera de la tutela judicial de 
asuntos sobre los que ha perdido el interés. La 

9 Ibidem p. 93.
10 Ibidem p. 93.
11 Ibidem p. 93.

imposibilidad por parte del Estado de atender 
las necesidades de derechos de los ciudadanos 
y de cubrir �nancieramente su funcionamiento 
trae consigo la crisis del Estado bienestar, a 
�nales de la década de 1960.12 Las decisiones 
de los poderes públicos no atienden a criterios 
políticos y de búsqueda de la justicia social, 
sino que se toman en consideración de criterios 
económicos, por lo que surge en el imaginario 
social la idea de la corrupción de los mismos.13 
Así las cosas, surgen nuevos con
ictos y se pre-
senta paralelamente una explosión litigiosa que 
conlleva un cambio en el estándar de exigencia 
de la administración de justicia, quien tiene que 
rendir cuentas en términos cuantitativos sobre 
la resolución de los con
ictos; esta circunstan-
cia coarta más las posibilidades de los jueces 
de recurrir a criterios diferentes a los legales 
estableciendo “una práctica rutinaria que evita 
decisiones complejas e innovadoras”14, y agrava las 
tensiones existentes por las diferencias entre el 
reclamo del recurrente a la administración de 
justicia y la respuesta efectiva que le brinda el 
sistema judicial. El debilitamiento de la repre-
sentación política, la pérdida de con�anza en 
los poderes legislativo y ejecutivo, la caída de la 
visión del principio de legalidad como su�ciente 
para resolver las controversias, la aparición de 
otros derechos como fruto de con
ictos sociales 
y revoluciones mundiales dan pie a lo que se 
plantea como el Estado constitucional; hacen 
que la salvaguarda de la carta política no pueda 
entregarse a los poderes públicos que hasta el 
momento habían ocupado el centro del poder; 
entonces, quien debe cumplir con garantizar 
el orden constitucional es el poder judicial y 
en esta misión debe reevaluar su función de 

12 Ibidem p. 95.
13 Ibidem p. 97.
14 Ibidem p. 97.
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mantener sosegadas las luchas sociales a través 
de lo propuesto por la voluntad de la ley, con 
la �nalidad de hacer cumplir lo estipulado en 
la Constitución política, por los ciudadanos 
y los otros poderes del Estado, y debe asumir 
una posición de autonomía e independencia 
del poder legislativo y del ejecutivo. Los fallos 
judiciales ya no pueden obedecer únicamente 
a los designios legales, sus providencias se 
convierten en verdaderas fuentes de creación de 
derecho y por ellas se recrean nuevos con
ictos, 
derechos y circunstancias de justicia, además de 
contribuir a legitimar o no el orden político y 
los reclamos de los ciudadanos. Las funciones 
de la administración de justicia cambian, no se 
restringen a las ya consabidas de mantener el 
sometimiento al orden y criterio estatal de los 
ciudadanos, sino que asume una nueva faceta, 
proteger a los ciudadanos de los abusos que por 
acción u omisión comete al Estado, y garantizar 
el cumplimiento de los derechos que tienen 
frente a este último, aun en contravía de las 
decisiones del Estado mismo.

Estas funciones se establecen a partir de un 
análisis de las funciones del Derecho y desde 
la distinción propuesta por Durkheim entre 
derecho represivo y derecho sustitutivo15, como 
las de juez represor, juez protector y tramitador 
de litigios. Dichas funciones dan lugar a una 
“actitud ambivalente”16 en la relación de la 
administración de justicia con el resto del poder 
del Estado, cuando se actúa como juez represor 
o “juez poder”, la administración de justicia 
es un instrumento del poder y de quienes lo 
detentan en el interior de la burocracia estatal 

15	 UPRIMMY,	 Rodrigo.	 “Administración	De	 Justicia,	
Sistema	 Político	 y	 Democracia:	 Reflexiones	 Sobre	
El	Caso	Colombiano”.	En:	Justicia y Sistema Político. 
Bogotá, IEPRI. 1997. p. 72.

16 Ibidem p. 73.

para que se conserve el orden propuesto por el 
Estado, cuando actúa como juez protector, se 
convierte en un “mecanismo de contrapoder”17 
al establecer límites para el ejercicio del poder y 
ordenar acciones del aparato estatal encamina-
das a garantizar los derechos de los ciudadanos, 
como “solucionador o tramitador de litigios”18, 
debe optar por una de las posiciones de las partes 
y decir el derecho aplicable al caso concreto.

Estas tres funciones a su vez, podrían encua-
drarse en lo que llama Boaventura de Sousa 
Santos funciones instrumentales de la adminis-
tración de justicia y que de�ne como las que 
“se atribuyen especí�camente a una determinada 
área de actuación social y que se consideran 
cumplidas cuando dicha área opera con e�cacia 
dentro de sus límites”19, entre las que se pueden 
mencionar el mantenimiento de la cohesión del 
pueblo bajo el criterio de orden impuesto por 
el poder estatal y la reproducción y creación del 
derecho del Estado.20 A través de estas funcio-
nes desarrollan lo que este autor nombra como 
funciones políticas y funciones simbólicas. Las 
primeras hacen referencia a aquellas a través 
de “las cuales los campos sectoriales de actuación 
social contribuyen al mantenimiento del sistema 
político”21, desde esta dimensión la administra-
ción de justicia es un “órgano soberano”, en las 
que gana conciencia para ejercer derechos, llevar 
a cabo reivindicaciones y se encuentra como 
órgano por el cual se produce la “legitimación 
del poder político en su conjunto”22, a través de 
su funcionamiento autónomo e independiente 

17 Ibidem p. 73.
18 Ibidem p. 74.
19 Ibidem p. 113.
20 Ibidem p. 113.
21 Ibidem p. 113.
22 Ibidem p. 116.
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de las otras ramas del poder público y con capa-
cidad de control sobre éstas. Y las funciones 
simbólicas se establecen como “el conjunto de 
las orientaciones sociales con las que los diferentes 
campos de actuación social contribuyen para el 
mantenimiento o destrucción del sistema social 
en su conjunto”23; éstas tienen un carácter más 
general y en ellas se dan las orientaciones de 
las relaciones sociales, se �jan los valores y se 
crean nuevas situaciones para los derechos de 
los ciudadanos y circunstancias de justicia.

El nuevo papel de la rama judicial provoca un 
enfrentamiento con los otros dos poderes, espe-
cialmente con el ejecutivo frente a los límites y 
el nivel de control que el poder judicial tiene 
sobre sus actuaciones, lo que induce a que el 
ejecutivo inicie acciones tendientes a limitar la 
autonomía del poder judicial. Generalmente 
dichas acciones se encaminan a través de la 
restricción presupuestal y/o modi�caciones 
a la competencia para el conocimiento de los 
con
ictos de carácter social y desestabilizador 
de los criterios burocráticos estatales, para los 
cuales no se establecen mecanismos e�cientes 
para su gestión o los mismos se entregan a insti-
tuciones especiales o a mecanismos pací�cos de 
solución de con
ictos, sacándolos de la esfera 
de protección de la rama judicial y evitando 
un pronunciamiento que traiga consigo la 
responsabilidad del Estado con relación a estos 
asuntos. De esta manera el poder judicial avoca 
una posición protagónica dentro del Estado, 
razón por la que su acción sale del campo de 
lo jurídico y la pone en el centro de la esfera 
política a donde se trasladan muchos de los 
con
ictos que se suscitan en el interior del 
Estado y entre éste y los ciudadanos.24

23 Ibidem p. 113.
24 Ibidem p. 87.

La con�guración de la rama judicial como 
poder político se realiza en forma diferente en 
los países denominados periféricos y semiperi-
féricos25, caracterizados por la precariedad de 
la democracia y la restricción para el ejercicio 
de los derechos humanos, toda vez que a través 
de las dictaduras y el ejercicio fuerte del eje-
cutivo se neutraliza la labor de los jueces26, a 
través de la exclusión de la participación de 
la rama judicial en las reformas políticas y a 
la justicia. Esto trae consecuencias frente a la 
con�guración del poder judicial, la forma de 
hacer frente a las acciones del poder ejecutivo y 
a la con�guración de con
ictos y en la manera 
como se asumen los derechos humanos como 
condiciones propias y obligatorias para los 
Estados, asegurando la impunidad general 
frente a los delitos cometidos por vulneración 
de los bienes jurídicos que debían ser protegidos 
por el Estado reproduciendo la ilegitimidad del 
régimen político y las ramas que lo conforman, 
incluida la responsable de administrar justicia.

La imagen de ilegitimidad del régimen y de 
debilidad de la administración de justicia, la 
imposibilidad del Estado de garantizar los 
derechos humanos y de resolver efectivamente 
los con
ictos, sumado al reconocimiento de la 
existencia de producción del Derecho diferente 
a la propiamente estatal, propicia que actores 
de diversa índole entren en el juego de la admi-
nistración de justicia, algunos de ellos con �nes 
reivindicatorios de identidades propias en aras 
del desarrollo de su propia cultura y otros en el 
marco de la lucha contra el poder estatal en la 
que se ven envueltas acciones que buscan minar 
el poder del Estado, cuestiona el monopolio de 

25 Dentro de los países que ubica este autor como 
semiperiféricos y periféricos aparecen los de Latino-
américa y África. Ibidem p. 105.

26 Ibidem p. 107.
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la justicia estatal de la modernidad y sus premi-
sas justi�cativas. Conceptos como Derecho y 
administración de justicia, que antes abarcaban 
en su signi�cado un carácter puramente estatal 
y que de esta característica desprendían su 
legitimidad ante quienes hacían uso de ello, 
pierden esta univocidad, por lo que es necesario 
adoptar conceptos que de�nan la realidad de lo 
que sucede en la producción de los sistemas de 
justicia en el interior de los Estados.

Se apropia el término pluralismo jurídico en un 
intento por describir la nueva realidad frente 
a la producción del Derecho, cuyo centro se 
encuentra en “la sociedad civil como nuevo 
espacio público que hace efectiva la pluralidad 
democrática”27 y que en palabras de Wolkmer 
“proporciona nuevos procedimientos de práctica 
política y de acceso a la justicia. (…) es entender 
el derecho y su ejercicio desde una pluralidad de 
fuentes para la constitución de una nueva cultura 
jurídica (…) que surge ante la ilegitimidad e 
ine�cacia de las instancias estatales y se estatuye en 
ellas una fuente legítima de engendrar prácticas 
de justicia alternativa y derechos emergentes”.28 
Estas prácticas, con un nivel de mayor o menor 
formalidad, énfasis y obviamente cambio en 
los procedimientos, cumplen las funciones 
descritas para el juez actual, a tal punto que las 
situaciones como sustento o no del poder y la 
legitimidad se repiten no sólo con relación al 
régimen estatal, sino de los actores que disputan 
o se erigen como autónomos al Estado dentro 
de los márgenes territoriales de su actuación. 
Esto pone en muchos momentos y lugares 
a las diferentes expresiones de pluralismo 

27	 WOLKMER,	Carlos	Antonio.	Repensando Los Fun-
damentos Contemporáneos de la Juridicidad: Pluralismo y 
Alternatividad. Primer Congreso Latinoamericano de 
Justicia y Sociedad. Bogotá. 2003. p. 1.

28 Ibidem p. 1.

jurídico y a la justicia proveniente del Estado 
en condiciones, peligros y enemigos similares 
a los descritos con anterioridad, dentro de 
un contexto donde tal como a�rma Ferrajolli 
(citado por Uprimmy), “El poder tiene la ten-
dencia innata a liberarse del derecho y constituirse 
y acumularse en forma absoluta. Frente a él, el 
derecho tiene dos caras: la de la legitimación y la 
de la limitación y el control; es poder y antipoder, 
Estado y antiestado, opresión del poder estatal y 
defensa frente a la opresión estatal. Es esta una 
ambigüedad del derecho cuyo desconocimiento, 
con la consiguiente ilusión óptica de la confusión 
entre derecho y Estado, ha sido siempre fuente de 
peligrosísimas simpli�caciones teóricas, y lo que es 
peor, de nefastas degeneraciones”.29 Mucho más 
cuando existen poderes que no se subsumen 
en el poder estatal y que describen el mismo 
camino que el poder Estatal, no sólo de liberarse 
del Derecho estatal, sino del producido dentro 
de los parámetros del pluralismo jurídico.

Algunos de los intentos de tipi�cación de las 
diferentes justicias que se producen en el marco 
del pluralismo jurídico, y en las cuales se habla 
de justicia alternativa, comunitaria, indígena, 
estatal, o�cial, formal, privada y pública, por 
mencionar algunas, se hacen sobre todo con el 
criterio subjetivo de su ejercicio, pero a veces 
dejando de lado la situación planteada o las 
funciones que cumple la administración de 
justicia.

Se puede “designar al pluralismo jurídico como 
la multiplicidad30 de prácticas existentes en un 

29 UPRIMMY. Op. Cit., p. 73.
30 Cuando se habla de pluralismo jurídico, como ya 

hemos adelantado, se está indicando la existencia de 
dos o más sistemas jurídicos dentro del territorio de 
un Estado, uno de los cuales es el sistema jurídico 
nacional y el otro u otros, a nuestros efectos, los de 



Norhys torregrosa jiménez

19Verbas Iuris • Julio - Diciembre 2010

mismo espacio socio político, interactuantes por 
con�ictos o consensos, pudiendo ser o�ciales o 
no y teniendo su razón de ser en las necesidades 
existenciales, materiales y culturales”.31 La apari-
ción de reglas paralegales, paralelas a las leyes 
o extralegales, promovidas, aceptadas o no por 
el Derecho o�cial, está correlacionado directa-
mente con legitimidad del régimen político32 o 
con el referente a la crisis de la legalidad.

El investigador belga Jacques Vanderlinden, en 
un ensayo síntesis sobre el pluralismo jurídico 
apunta que las dos principales causas genéricas 
del pluralismo se re�eren a “injusticia” e 

los pueblos indígenas. De una forma más amplia 
podemos	definir,	con	Raquel	Yrigoyen[16], la plura-
lidad jurídica como “la existencia simultánea -dentro del 
mismo espacio de un estado- de diversos sistemas de regulación 
social y resolución de conflictos, basados en cuestiones cultu-
rales, étnicas, raciales, ocupacionales, históricas, económicas, 
ideológicas, geográficas, políticas, o por la diversa ubicación 
en la conformación de la estructura social que ocupan los 
actores sociales”. Este pluralismo se da en los Estados 
que a continuación se analizan. Ahora bien, como 
señala Carlos César Peráfan[17], con relación a la 
Constitución colombiana pero cuyo comentario es 
válido también para Perú, Bolivia y Ecuador, “la 
norma fundamental que reconoce la existencia de sistemas 
jurídicos a los cuales se les reconoce a su vez jurisdicción 
legal, paralelos al llamado Sistema Judicial Nacional (...) la 
circunscribe al caso de las comunidades indígenas (campesinas 
y nativas en el caso del Perú), dejando por fuera los sistemas 
de otros pueblos étnicos y aquellos que se consideran ilegales”. 
EL	PLURALISMO	JURÍDICO	EN	COLOMBIA,	
PERÚ,	 BOLIVIA	 Y	 ECUADOR.	 (DERECHO	
CONSUETUDINARIO	 Y	 JURISDICCIÓN	
INDÍGENA).	Vicente José Cabedo Mallol, http://www.
observatorio.cl/contenidos/datos/docs

31	 Ver,	en	este	sentido:	WOLKMER,	Antonio	Carlos.	
Pluralismo jurídico - Fundamentos de una nueva 
cultura	en	el	Derecho.	3.	ed.	San	Pablo:	Alfa-Omega,	
2001.

32	 Cf.	FALCÃO,	Joaquim	A	(org.).	Conflicto de propie-
dad - Invasiones urbanas. Rio de Janeiro: Forense, 
1984. pp. 61-85. 

“ine�cacia” del modelo de “unicidad” del 
Derecho.33

El «pluralismo jurídico estatal»34 se concibe 
como el modelo reconocido, permitido y con-
trolado por el Estado; que admite la presencia 
de sistemas jurídicos establecidos a través de 
grados de e�ciencia, siendo atribuido al orden 
jurídico estatal una positividad mayor. Los 
derechos llamados no estatales representan una 
función residual y complementaria, pudiendo 
ser minimizada su competencia o bien, incor-
porada por la legislación estatal. En el ámbito 
del Derecho alternativo se percibe que han 
emergido nuevas formas de producción del 
Derecho; se trata de la producción y la apli-
cación de las prácticas sociales comunitarias; 
realidad, por demás innovadora, se ubica en la 
propia comunidad, que son los nuevos sujetos 
sociales; con esto, a
ora toda una nueva lógica 
y una “nueva” justicia que nace de las prácticas 
sociales. Se rompe con la con�guración de que 
el Derecho emana únicamente de la norma 
estatal, instaurándose la idea consensual del 
Derecho como “acuerdo”, producto de necesi-
dades, confrontaciones y reivindicaciones de las 
fuerzas sociales.35

Los nuevos modelos plurales y democráticos de 
justicia se enfocan en el desarrollo de prácticas 
llamadas de “legalidad alternativa”. No es un 
“uso alternativo del Derecho”, sino un proceso 
de construcción de otras formas jurídicas como 

33	 Cf.	 VANDERLINDEN,	 Jacques.	 “Le	 pluralismo	
juridique”.	In:	GILISSEN,	J.	(dir.).	Op. cit., pp. 22-26. 
2000.

34	 Observar:	RODRÍGUEZ,	M.	Eduardo.	«Pluralis-
mo jurídico. El derecho del Capitalismo actual». 
Nueva Sociedad. Venezuela, n. 112, mar/abr., 1991. 
pp. 91-101.

35 GARCÍA-VILLEGAS,	Mauricio	y	RODRÍGUEZ,	
César A. Op. Cit., p. 38.
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lo menciona el jurista colombiano Germán 
Palacio, en la substitución de una normatividad 
injusta por otra normatividad más favorable, 
sino en identi�car el Derecho con los sectores 
mayoritarios de la sociedad.36 

Derecho alternativo en sentido estricto: “derecho 
paralelo, emergente, insurgente, encontrado en la 
calle, no o�cial, que coexiste con aquél otro emer-
gente del Estado, es un derecho vivo, actuante, que 
está en permanente formación/transformación.”37

Conclusiones	y	recomendaciones
De las consideraciones anteriores se concluye 
que los medios de solución de con
ictos forman 
parte de políticas encaminadas a promover el 
acceso a la justicia y que los resultados observa-
dos indican que realmente pueden llegar a cum-
plir, en mayor o menor grado, dicha �nalidad. 
No obstante, esto no es su�ciente para precisar 
la relevancia constitucional de los mecanismos 
alternativos de solución de con
ictos a la luz 
del derecho a acceder a la justicia. Para ello es 
necesario adelantar algunas consideraciones 
sobre el concepto de tutela judicial efectiva. El 
derecho a acceder a la justicia también guarda 
estrecha relación con el derecho al recurso 
judicial efectivo como garantía necesaria para 
asegurar la efectividad de los derechos, como-
quiera que “no es posible el cumplimiento de las 
garantías sustanciales y de las formas procesales 
establecidas por el Legislador sin que se garantice 
adecuadamente dicho acceso.”38

36	 PALACIO,	 Germán.	 Pluralismo	 Jurídico.	 Bogotá:	
IDEA/Universidad Nacional, 1993. pp. 130-131.

37 CARVALHO,	Amilton	Bueno	de.	Magistratura	y	
Derecho alternativo. San Pablo: Acadêmica, 1992. 
pp. 88-90.

38 Corte Constitucional Sentencia T-268 de 1996. M.P. 
BARRERA	BARBONELL,	Antonio.

Tanto para la protección de los derechos, como 
para la solución de con
ictos, el derecho a acce-
der a la justicia –formal o alternativa– exige en 
todas y cada una de las etapas del proceso que la 
actividad de justicia esté orientada a facilitar la 
solución pací�ca de los con
ictos y asegurar de 
manera efectiva el goce de los derechos. Por eso 
la Constitución expresamente establece que el 
Derecho sustancial prevalece sobre el Derecho 
formal. El derecho a acceder a la justicia no 
cumple su �nalidad con la sola consagración 
formal de recursos y procedimientos, sino que 
requiere que éstos resulten realmente idóneos 
y e�caces. Así lo ha sostenido la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos, al a�rmar 
que: “(...) la inexistencia de un recurso efectivo 
contra las violaciones a los derechos reconocidos 
por la Convención constituye una trasgresión de 
la misma por el Estado Parte en el cual seme-
jante situación tenga lugar. En ese sentido debe 
subrayarse que, para que tal recurso exista, no 
basta con que esté previsto por la Constitución o 
la ley o con que sea formalmente admisible, sino 
que se requiere que sea realmente idóneo para 
establecer si se ha incurrido en una violación a 
los derechos humanos y proveer lo necesario para 
remediarla”.39 En este mismo sentido se ha pro-
nunciado la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos al interpretar el artículo 25.1 de la 
Convención Americana de Derechos Civiles y 
Políticos para de�nir cuándo no existe recurso 
judicial efectivo: 

“... no pueden considerarse efectivos aquellos 
recursos que, por las condiciones generales del 
país o incluso por las circunstancias particulares 

39 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Ga-
rantías Judiciales en Estados de Emergencia (Arts. 
27.2, 25 y 8, Convención Americana sobre Derechos 
Humanos),	Opinión	Consultiva	OC-9/87	del	6	de	
octubre de 1987, Serie A No. 9, párr. 24.
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de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede 
ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya 
quedado demostrada por la práctica, porque el 
Poder Judicial carezca de la independencia nece-
saria para decidir con imparcialidad o porque 
falten los medios para ejecutar sus decisiones; por 
cualquier otra situación que con�gure un cuadro 
de denegación de justicia, como sucede cuando se 
incurre en retardo injusti�cado en la decisión; o, 
por cualquier causa, no se permita al presunto 
lesionado el acceso al recurso judicial.”40

En conclusión, resulta claro que la justicia esta-
tal formal no siempre es efectiva, en especial 
cuando no se han previsto recursos judiciales 
idóneos y su�cientes que faciliten la solución 
pací�ca de los con
ictos, o cuando la comple-
jidad de los procedimientos o de las condicio-
nes de tiempo, modo y lugar exigidas por el 
legislador restringen la capacidad de alcanzar el 
goce efectivo de los derechos cuya protección 
se busca al acudir a las instancias judiciales. Los 
mecanismos alternativos de resolución de con-

ictos no representan una descon�anza hacia la 
justicia estatal formal, sino un reconocimiento 
de que procedimientos menos formales y 
alternativas de justicia autocompositiva que 
complementan las opciones a las cuales pueden 
acudir las personas para resolver sus disputas. 
Por ello, mecanismos como la mediación y la 
conciliación, más que medios para la descon-
gestión judicial, son instrumentos para garan-
tizar el acceso efectivo a la justicia y promover 

40 Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Garantías judiciales en estados de emergencia (Arts. 
27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos),	Opinión	Consultiva	OC-9/87	del	6	de	
octubre de 1987, Serie A No. 9, párr. 24.). Esta opi-
nión ha sido reiterada por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, en los Casos Velásquez 
Rodríguez, Fairén Garbi y Solís Corrales y Godínez 
Cruz.

la resolución pací�ca de los con
ictos. Así han 
sido concebidos y desarrollados, como se anotó 
anteriormente cuando se hizo referencia a las 
“olas” de las reformas para promover el acceso 
a la justicia. La audiencia de conciliación se 
establece normativamente como un procedi-
miento que debe agotarse antes de acudir a las 
jurisdicciones civil, contencioso administrativa 
y de familia. La prejudicialidad de dicho meca-
nismo consiste en que la demanda presentada 
ante los jueces competentes es rechazada de 
plano,41 si con anterioridad no se ha celebrado 
la audiencia de conciliación que hace posible, 
más no obligatoria, la solución anticipada del 
con
icto.

Para Rodrigo Uprimmy (1998:98) “la 
incorporación constitucional de los mecanismos 
informales de resolución de con�ictos como los 
jueces de paz, las autoridades indígenas o los 
conciliadores y árbitros en equidad partió de una 
constatación básica: en nuestro país, el ciudadano 
ordinario, cuando tiene que resolver un problema 
cotidiano, como una disputa de linderos con el 
vecino, rara vez encuentra justicia en la justicia.” 
En efecto, rara vez el sistema judicial resuelve 
de manera satisfactoria esos con
ictos, en apa-
riencia pequeños pero que afectan de manera 
profunda la convivencia pací�ca. Los trámites 
judiciales en tales casos son interminables y 
llenos de pasos muchas veces innecesarios. El 
vocabulario manejado por jueces y abogados 
resulta incomprensible para la comunidad. Los 
costos son elevados y las decisiones adoptadas 
después de muchos años no siempre son las 
más razonables. A�rma Uprimmy (1998) que 
para el colombiano corriente, los procesos 

41 Ley 640 de 2001, Artículo 36. Rechazo de la deman-
da. La ausencia del requisito de procedibilidad de 
que trata esta ley, dará lugar al rechazo de plano de la 
demanda. 
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judiciales no son sinónimo de una resolución 
rápida y equitativa de los con
ictos; son más 
bien un laberinto kafkiano, indescifrable y 
lleno de amenazas. “¿Podemos entonces extrañar-
nos de la descon�anza del colombiano hacia la 
justicia como sistema de resolución de los pequeños 
con�ictos?”42; aunque esta descon�anza en la 
justicia no es sólo de los colombianos; como lo 
han mostrado estudios de Mauro Capeletti o 
Boaventura de Sousa Santos,43 esta situación se 
repite en casi todas las modernas sociedades de 
masas. En todas ellas se encuentran obstáculos 
económicos, de conocimientos, institucionales 
y socioculturales para que los pequeños con
ic-
tos puedan acceder al aparato judicial y tener 
allí una solución adecuada.

La sociología jurídica ha mostrado que, debido 
a la falta de conocimientos jurídicos y de 
recursos profesionales, los sectores populares 
recurren menos a la justicia, incluso cuando 
tienen derecho a hacerlo. Otra de las causas por 
las cuales los sectores populares no acuden a la 
justicia es por la ausencia física de las institu-
ciones judiciales, también porque las soluciones 
previstas por el Derecho formal del Estado no 
sólo son adecuadas sino que aparecen como 
injustas e incomprensibles para los sectores 
de la población que no comparten los valores 
incorporados en el Derecho positivo.

Los propósitos individuales y colectivos del 
medio comunitario, como la construcción 
de alternativas de convivencia que sean res-
petuosos de la diferencia, que le apuesten a 
la responsabilidad sobre la palabra y el actuar 
propios y a la con�anza sobre la palabra del 
otro, contribuyen al crecimiento humano y 

42 Ibid. p. 9.
43	 DE	SOUSA	SANTOS,	Boaventura.	Estado, Derecho y 

luchas sociales. Bogotá: ILSA, 1991.

social, debiendo suponer una mejor calidad de 
vida al poder acceder a alternativas de justicia y 
equidad en lo cotidiano.

Esta investigación abre nuevos espacios para el 
Derecho, en especial para la sociología del Dere-
cho, ya que aporta conocimiento sobre nuevas 
formas de hacer justicia puesto que la labor de la 
sociología es estar en continua relación con los 
cambios que van ocurriendo en las realidades 
individuales y sociales para que haya un mejor 
conocimiento por parte de la sociedad acerca 
de las subjetividades que se van construyendo 
por los sujetos sociales, para así mejorar el 
trabajo en comunidad, fortaleciendo la efectiva 
alternativa de la conciliación en equidad para 
solucionar o resolver con
ictos obteniendo lo 
justo comunitario, como terreno fundamental 
para la convivencia y la democracia.
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